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PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES SOCIALES Y DERECHOS LABORALES. De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional se tiene establecido que la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones sociales ni indemnizaciones derivadas de la insatisfacción de éstas, cualquiera que sea su naturaleza, pues  al versar sobre derechos de orden legal se debe agotar el trámite previsto ante la jurisdicción laboral o en la contencioso administrativa. Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide o se busque amparar constitucionalmente a sujetos de especial protección y en condiciones de debilidad manifiesta.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veinte de junio de dos mi diecisiete
Acta N°_____de 20 de junio de 2017

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por la señora 
NANCY PATRICIA ARDILA QUINTERO contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito dentro de la acción de tutela que inició por la supuesta vulneración de sus garantías fundamentales por parte de la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE EDUCACIÓN, el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO y la FIDUPREVISORA S.A.
ANTECEDENTES

Indica la señora Nancy Patricia Ardila Quintero que el día 1 de marzo presentó derecho de petición ante la Secretaría de Educación de Risaralda, con el fin de que le fuera reconocida la sanción moratoria por el retardo en el pago de las cesantías parciales solicitadas el 13 de marzo de 2013, sin que a la fecha se haya expedido el acto administrativo que resuelva de fondo la petición, dado que sólo recibió una comunicación el día 3 de mayo de 2017.

En virtud de lo expuesto estima vulnerado su derecho fundamental de petición, motivo por el cual impetra la presente acción constitucional en procura de lograr el reconocimiento y pago de la indemnización moratoria que reclama.

TRAMITE IMPARTIDO

El trámite de la presente acción le correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual, una vez la admitió, concedió a la parte accionada el término de dos (2) días a efectos de que ejerciera su derecho de defensa. 

En ejercicio de dicha garantía, el Ministerio de Educación se pronunció indicando que no es la llamada a restablecer el derecho de petición de la actora, dado que la solicitud no fue radicada ante esa entidad, al paso que informa que no está a su cargo otorgar y pagar prestaciones que deben ser reconocidas por las Secretaría de Educación y el Fondo de Prestaciones del Magisterio, por lo que reclama su desvinculación de la presente acción.
Iguales argumentos trajo para sí la Fiduprevisora al momento de dar respuesta a la demanda, precisando que su papel, como administradora de los recursos del Fondo de Magisterio, se limita a aprobar el proyecto de acto administrativo que elaboran las Secretarías de educación y al pago de las prestaciones reconocidas por estas dependencias. 
La Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda, a su turno, informó que el día 3 de marzo de 2017 expidió el oficio No 00402-4075 por medio del cual se dio oportuna respuesta al derecho de petición elevado por la accionante, siendo notificado el 8 de marzo de 2017, permitiendo con ello que formulara los recursos de reposición y apelación, como efectivamente ocurrió, mismos que fueron resueltos mediante Acto Administravo No 0283 de fecha 30 de igual mes y año, notificado el 10 de abril de 2017, cumpliendo así con la obligación legal que le compete en relación con la solicitud elevada por Ardila Quintero.
El día 28 de abril de 2017 la juez de primer grado negó por improcedente el amparo, al verificar que el derecho de petición presentado por la actora fue atendido oportunamente, motivo por el cual, por lo menos en lo relacionada con la desatención de la solicitud presentada el 1º de marzo de 2017 se presentó la carencia actual del objeto.

En lo que respecta a la verdadera pretensión de la actora, la cual está encaminada al reconocimiento y pago de la indemnización moratoria, encontró que la acción de tutela no fue concebida para tales efectos, pues para ello fueron establecidos los procedimientos ordinarios cuyo trámite le corresponde adelantar al juez ordinario.

Inconforme con lo dispuesto la parte accionante impugnó la decisión.

CONSIDERACIONES

PROBLEMASJURÍDICOS
¿Se vulneró el derecho de petición del cual es titular la señora Nancy Patricia Ardila Quintero?
¿Es procedente la acción de tutela para reclamar el pago de indemnizaciones?
Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

2. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política, se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 
En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

3. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES SOCIALES Y DERECHOS LABORALES.

De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
 se tiene establecido que la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones sociales ni indemnizaciones derivadas de la insatisfacción de éstas, cualquiera que sea su naturaleza, pues  al versar sobre derechos de orden legal se debe agotar el trámite previsto ante la jurisdicción laboral o en la contencioso administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide o se busque amparar constitucionalmente a sujetos de especial protección y en condiciones de debilidad manifiesta.

En ese sentido, la Alta Magistratura sostuvo en sentencia 041-14 lo siguiente:

De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando (i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

Pese a ello, excepcionalmente, este Tribunal ha entendido que es procedente cuando se trata personas que se encuentran en “circunstancias de debilidad manifiesta por causa de su condición económica, física o mental y que formulan pretensiones dirigidas a lograr la tutela del derecho constitucional a la estabilidad laboral reforzada”. Este punto ha sido reiterado en varias ocasiones por la Corte”.
3. CASO CONCRETO
En el presente asunto es necesario precisar que no existe congruencia entre los hechos narrados en el libelo inicial y la pretensión de la parte actora, pues de los primeros se infiere que la solicitud va encaminada a la protección del derecho fundamental de petición,  el cual se considera desatendido por el hecho de que la solicitud de reconocimiento y pago de la indemnización moratoria por el no pago oportuno de las cesantías fue resuelta a través de un simple oficio y no por medio de un acto administrativo, mientras que lo reclamado, a modo de restablecimiento de dicha garantía constitucional, es el reconocimiento y pago de la pretendida sanción.  

Respecto a la vulneración que se extrae de la acción, se tiene que si bien la  señora Ardila Quintero referenció el escrito por medio del cual solicitó la referida indemnización, como un derecho de petición, éste no podía ser atendido por la entidad accionada a través de un simple oficio, como en este caso ocurrió, pues lo pretendido con la citada comunicación era el pronunciamiento expreso, claro e inequívoco en relación con un derecho subjetivo, cuya decisión debió generar la expedición de un acto administrativo, ya que muy seguramente la petición no sólo buscaba la satisfacción del derecho reclamado, sino también, ante la posible negativa de su concesión, el agotamiento de la vía gubernativa.

No obstante lo anterior, percibe la Sala que si bien el formalismo de expedir un acto administrativo en estricto sentido, en este caso se obvió, ello no fue óbice para que, luego de notificada, la parte actora ejerciera su derecho de defensa y pudiera presentar los recursos de ley contra la misma, los cuales ya fueron resueltos y notificados a la señora Nancy Patricia Ardila Quintero, conforme dan cuenta los documentos obrantes a folios 61 a 69.

Así las cosas ninguna vulneración se evidencia, en el entendido que desde que se presentó la acción, el derecho de petición del cual es titular la actora, se encontraba satisfecho.

En relación con la pretensión relacionada con el reconocimiento y pago de la indemnización por mora en el pago de las cesantías que pretende la promotora de la acción, baste decir que no se evidencian los presupuestos establecidos por la Corte Constitucional para invadir la competencia del juez natural, pues de la demanda inicial y de los documentos que la acompañan no se extrae que el desconocimiento de dicha sanción genera un perjuicio irremediable o afecta el mínimo vital de la tutelante, es más, ni siquiera se cuestionó la idoneidad o se calificó de ineficaz el mecanismo ordinario previsto por el legislador para reclamar derechos de esta naturaleza.
Lo anterior, sumado al hecho de que la demandante no tiene la calidad de sujeto de especial protección ni se encuentra en condición de debilidad manifiesta, impide un pronunciamiento de fondo respecto a las pretensiones que de carácter económico se impetraron con la presente demanda.
Consecuente con lo anterior, procede la confirmación de la sentencia que por vía de apelación se ha conocido.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 28 de abril de 2017.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

               En uso de permiso
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario

� Ver T-689-2004, T-485 de 2001, T-1040 de 2012 entre otras.





8

